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DERECHO A LA SALUD / SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN. “[L]a condición de sujeto de especial protección de la señora María Lilia Herrera Segura, no es tema que se discuta, pues es una paciente de 71 años de edad, que presenta un diagnóstico de “TUMOR BENIGNO DEL OIDO MEDIO, DE LA CAVIDAD NASAL Y DE LOS SENOS PARANASALES”, conforme se consigna en la historia clínica visible a folio 11 del expediente. (…) En consideración con lo expuesto, se tutelará el derecho a la salud del cual es titular la señora MARIA LILIA HERRERA DE SEGURA y se ordenará a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a través del Jefe de la Seccional, Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, autorice y realice las gestiones necesarias para que le sea practicada la “ARTERIOGRAFIA CAROTÍDEA” ordenada por el médico tratante. En igual sentido, deberá dicha entidad prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en el tratamiento de la patología que actualmente presenta –  TUMOR BENIGNO DEL OIDO MEDIO, DE LA CAVIDAD NASAL Y DE LOS SENOS PARANALES-. En caso de resultar viable la cirugía para extirpar el tumor que padece la tutelante, deberá autorizar el servicio y los demás que requiera con el doctor Rodrigo Posada Trujillo especialista en otorrinolaringología.  En caso de no tener contrato con dicho profesional de la medicina, podrá remitir a la paciente ante otro galeno de igual especialidad.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintisiete de enero de dos mil diecisiete  
Acta N° 0     de  27 de enero de 2017
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por MARÍA LILIA HERRERA DE SEGURA contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – SECCIONAL RISARALDA. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

A través de apoderado judicial, el señor José Yobanny Segura Herrera, agente oficioso de la señora María Lilia Herrera Segura, informa que ésta se encuentra vinculada a Sanidad de la Policía Nacional en calidad de pensionada; que en la actualidad fue diagnosticada con “tumor benigno del oído medio de la cavidad nasal y de los senos paranasales”, para la cual fue ordenada una resonancia magnética y la valoración por radioterapeuta, toda vez que el tumor que padece la paciente no puede ser operado.

Informa que una vez valorada por el especialista referido, éste indicó la imposibilidad de realizarle la radioterapia, debido a la benignidad de la patología, situación que le generó incertidumbre, pues no tenía certeza del tratamiento que debía seguir, motivo por el cual consultó de manera particular al doctor Rodrigo Posada Trujillo quien conoce su historial médico y en virtud de ello ordenó la práctica del examen denominado “ARTERIOGRAFÍA CAROTÍDEA”, para determinar el compromiso de la carótida interna y la viabilidad de la cirugía.

Precisa que solicitó a Sanidad de la Policía Nacional la autorización del referido examen, toda vez que no cuenta con los recursos económicos para asumir su costo, pero ésta entidad se negó a prestarle dicho servicio, motivo por el cual impetra la presente acción, en orden a que se ampare su derecho fundamental a la salud y se autorice la “ARTERIOGRAFÍA CAROTÍDEA” y se le brinde el tratamiento integral que requiere.

TRAMITE IMPARTIDO
La acción constitucional fue admitida mediante auto de fecha veinte (20) de enero del año que corre, providencia en la que también se concedió a la parte accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la litis, vencidos los cuales se resolvería sobre la medida provisional o se tomaría decisión de fondo según fuera el caso.

La Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional, no dio respuesta a la acción.
CONSIDERACIONES
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera el derecho fundamental a la salud de la señora María Lilia Herrera de Segura, el que no le haya sido autorizado un servicio ordenado por el médico particular?
Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 
La evolución de dicha garantía fue resumida por la esa Corporación, en recientemente en la T-094-16, así:
“El derecho a la Salud ha tenido un importante desarrollo en la jurisprudencia de esta Corporación y se ha venido protegiendo vía tutela a través de 3 mecanismos:  Al principio, se amparaba  debido a la conexidad que tiene con los derechos a la vida digna e integridad personal; luego, fue reconocido como derecho fundamental, para el caso de personas que por sus condiciones eran consideradas de especial protección constitucional y, recientemente, se ha considerado un derecho fundamental autónomo
”
Adicionalmente, la Ley 1751 de 2015 consagra la salud como un derecho fundamental.
Frente al derecho a la salud de los adultos Mayores, el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional precisó en la T-0096-2016: 

“Precisamente, esta Corte ha tenido oportunidad de enfatizar que las personas de la tercera edad son acreedoras de esa particular protección, dadas las circunstancias de indefensión en que se encuentran y la etapa de su vida que atraviesan. Como se ha dicho, ellas ven obligadas a “afrontar el deterioro irreversible y progresivo de su salud por el desgaste natural del organismo y consecuente con ello al advenimiento de diversas enfermedades propias de la vejez”, por lo cual recae en el Estado una obligación reforzada de disponer todos los servicios de salud para garantizarles unas condiciones de vida dignas”. 

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.

La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, creando además como órgano rector y coordinador del Sistema de Salud (Art. 8°), el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP), cuya función, entre otras, es aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y los planes complementarios de salud, con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud (Art. 9°, literal d).
3. REQUISITOS ESTABLECIDOS JURISPRUDENCIALMENTE POR LA CORTE CONSTITUCIONAL PARA SOLICITAR MEDIANTE TUTELA UN TRATAMIENTO MÉDICO O INSUMO EXCLUIDO DEL PLAN DE BENEFICIOS.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener la viabilidad de suministrar a los usuarios servicios, tratamientos, medicamentos e insumos cuando éstos no se encuentren incluidos en el POS, siempre y cuando se den los siguientes requisitos:  

“(i) [que] la falta del servicio médico vulnere o amenace los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere; 
(ii) [que] el servicio no pueda ser sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio;
(iii) [que]el interesado no pueda directamente costearlo, ni las sumas que la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio se encuentra autorizada legalmente a cobrar, y no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo beneficie;
(iv) [que] el servicio médico haya sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo.” T-760-08
Frente a la orden de servicios prescrita por un médico particular, la Corte indicó en reciente providencia que “(…) por regla general el médico tratante que prescribe un servicio de salud está adscrito a la red de servicios de la EPS a la cual se encuentra afiliado el interesado. Cuando esto no ocurre, es decir, cuando el especialista es un médico particular, la entidad debe pronunciarse de fondo a través de un especialista adscrito a su red prestacional o  por medio de la conformación de un Comité Técnico Científico, con el fin de confirmar, modificar o descartar la orden de servicios médicos, y determinar el tratamiento a suministrar al paciente.”
 
4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la condición de sujeto de especial protección de la señora María Lilia Herrera Segura, no es tema que se discuta, pues es una paciente de 71 años de edad, que presenta un diagnóstico de “TUMOR BENIGNO DEL OIDO MEDIO, DE LA CAVIDAD NASAL Y DE LOS SENOS PARANASALES”, conforme se consigna en la historia clínica visible a folio 11 del expediente.
Del mismo documento se puede extraer que el especialista que valoró a la paciente, prescribió como parte del tratamiento a seguir, la valoración de un radioterapeuta, para considerar “Gama Kife”; no obstante, conforme se observa en las anotaciones realizadas por éste último especialista, en la consulta médica especializada realizada a la paciente el día 13 de diciembre de 2016 –fl 13 y 14-, ella “PREFIERE LA CIRUGÍA”, procediendo a explicarle los riegos y beneficios tanto del procedimiento quirúrgico como de la radioterapia e incluso de la radiocirugía, precisando que se presentaría su caso en Junta de Radioterapia. 
Como puede extraerse de la última consulta especializada, el Radioterapeuta Oncólogo no precisó la imposibilidad de realizar la Radioterapia a la paciente, como lo afirma en el hecho quinto de la acción, es más, existe una seria inconsistencia en el relato fáctico, toda vez que allí se afirma que la necesidad de consultar a un otorrinolaringólogo no adscrito a la Dirección de Sanidad, obedeció a la incertidumbre frente al tratamiento a seguir, cuando la consulta con el médico particular fue el 1º de noviembre de 2016, es decir, un mes y 12 días antes de la valoración por Radioterapia.
Con todo y lo anterior, no puede omitir la Sala el conocimiento previo que del cuadro clínico presentado por la paciente, tiene el especialista en otorrinolaringología, consultado por fuera del Subsistema de las Fuerzas Militares y de Policía y el éxito de la cirugía por él realizada, que permitió que la actora gozara de buena salud por espacio de 9 años, en relación con su sistema auditivo, motivo por el cual, se considerará su criterio.

Lo anterior es posible, bajo los parámetros de la Sentencia T-760 de 2008, en donde la Corte Constitucional precisó que “[un concepto médico externo] puede llegar a obligar a una entidad de salud a la cual no se encuentre adscrito, si la entidad tiene noticia de dicha opinión médica, y no la descartó con base en información científica, teniendo la historia clínica particular de la persona, bien sea porque se valoró inadecuadamente a la persona o porque ni siquiera ha sido sometido a consideración de los especialistas que sí están adscritos a la entidad de salud en cuestión. En tales casos, el concepto médico externo vincula a la EPS, obligándola a confirmarlo, descartarlo o modificarlo, con base en consideraciones de carácter técnico, adoptadas en el contexto del caso concreto.”, y en el presente caso, la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional – Seccional Risaralda, en momento alguno cuestionó el criterio de éste especialista, sólo que no lo consdieró por el hecho de no estar vinculado a la red externa de prestadores de servicios –fl 20-.

En consideración con lo expuesto, se tutelará el derecho a la salud del cual es titular la señora MARIA LILIA HERRERA DE SEGURA y se ordenará a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a través del Jefe de la Seccional, Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, autorice y realice las gestiones necesarias para que le sea practicada la “ARTERIOGRAFIA CAROTÍDEA” ordenada por el médico tratante.

En igual sentido, deberá dicha entidad prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en el tratamiento de la patología que actualmente presenta –  TUMOR BENIGNO DEL OIDO MEDIO, DE LA CAVIDAD NASAL Y DE LOS SENOS PARANALES-.
En caso de resultar viable la cirugía para extirpar el tumor que padece la tutelante, deberá autorizar el servicio y los demás que requiera con el doctor Rodrigo Posada Trujillo especialista en otorrinolaringología.  En caso de no tener contrato con dicho profesional de la medicina, podrá remitir a la paciente ante otro galeno de igual especialidad.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular la señora MARÍA LILIA HERRERA MARIN.

SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, a través del Jefe de la Seccional, Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, autorice y realice las gestiones necesarias para que le sea practicada la “ARTERIOGRAFIA CAROTÍDEA” ordenada por el médico tratante.

En igual sentido, deberá dicha entidad prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en el tratamiento de la patología que actualmente presenta –  TUMOR BENIGNO DEL OIDO MEDIO, DE LA CAVIDAD NASAL Y DE LOS SENOS PARANALES-.
En caso de resultar viable la cirugía para extirpar el tumor que padece la tutelante, habrá autorizarse el servicio y los demás que requiera con el doctor Rodrigo Posada Trujillo especialista en otorrinolaringología.  En caso de no tener contrato con dicho profesional de la medicina, podrá remitir a la paciente ante otro galeno de igual especialidad.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,



JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
� Ver Sentencias T-650 de 2009 


� Sentencia T-760 de 2008 


� T-100 de 2016
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